	Fecha
	1 de julio de 1957
	Sesión número
	31

	Motivo: Amparo

	Recurrente: OCTAVIO BERNARD BURKE

	Recurrido: GOBERNADOR DE LIMÓN

	Objeto del recurso: El recurrente objeta que por orden del recurrido se le sellaron las gavetas de su beneficio, que contienen cacao en miel.

	Respuesta del recurrido: La orden se debe a una deuda que tiene el recurrente con la Municipalidad por la patente.

	Parte dispositiva
	Con lugar (actuación injustificada). VS de los Magistrados Quirós, Soto, Trejos, Calzada, Fernández y Jiménez.


N° 31
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día primero de julio de mil novecientos cincuenta y siete, con asistencia inicial de los señores Magistrados Baudrit (Presidente); Valle, Elizondo, Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Jacobo, Soto, Calzada, Fernández, Jiménez, Jugo y del suplente Cruz Bolaños.
Artículo XIX
Se entró a conocer del recurso de Amparo promovido por el ciudadano OCTAVIO BERNARD BURKE contra el señor Gobernador de la Provincia de Limón, a quien atribuye la violación de los artículos 45 y 46 de la Constitución Política, toda vez que se le coartan los derechos de propiedad y de libertad de industria, como consecuencia de la orden impartida por aquel funcionario de sellar las gavetas del beneficio del recurrente, que guardan cacao en miel, corriéndose el riesgo de perder la totalidad de ese producto; que la orden dada por el señor Gobernador tiene origen en una deuda que tiene pendiente el recurrente con la Municipalidad de aquel puerto; y finalmente, que su recurso tiene apoyo en el artículo 4 y siguientes de la Ley de Amparo N° 1161 de 2 de junio de 1950, toda vez que estima, también, que se han violado la Ley N° 269 de 21 de agosto de 1933 y los artículos 11 y 48 aparte 3° de la Constitución Política.
El señor Gobernador, al contestar la audiencia que al efecto le fue conferida, informó: “Por nota del 17 de mayo pasado, la Inspección de Rentas Municipales envió a esta Gobernación lista de comerciantes atrasados en el pago de sus patentes. De conformidad con el artículo 42 de la Ley de Hacienda Municipal, y como es costumbre, comisioné al Resguardo Fiscal para proceder al cierre de los negocios citados. El señor Bernard presentó ante el señor Juez Penal de la Provincia, recurso de Amparo con fecha 24 de mayo; este funcionario ordenó la inmediata entrega del cacao que había sido sellado. De estos hechos, recurso de amparo y orden del señor Juez, no tuvo esta Gobernación noticia alguna hasta recibir el oficio 1399 de la Honorable Corte Suprema, fechado el cinco del presente. De los documentos que acompaño, se comprueba que esta Gobernación no ordenó sellar las gavetas en que se guardaba cacao, sino simplemente el negocio en conjunto, sea el establecimiento o local en que está instalado, amparado al artículo 42 de la Ley citada”…

Previa deliberación, por mayoría se declaró con lugar el recurso, y en consecuencia, que debe restituirse al agraviado en el pleno goce del derecho violado, restableciéndose las cosas al estado que guardaban antes de la violación. Por el mismo motivo, se confirma la orden provisional dada por el señor Juez Penal de Limón para que se quitaran los sellos colocados por el Resguardo Fiscal de aquel lugar. De conformidad con el artículo 16 de la Ley de Amparo, se previene al señor Gobernador de Limón que dentro del término de veinticuatro horas debe cancelar la orden de cierre del beneficio de cacao del recurrente Octavio Bernard Burke, bajo los apercibimientos indicados por la citada disposición legal. Las razones que tuvo el Tribunal para declarar la procedencia del recurso, son las siguientes: “Por orden expresa del señor Gobernador de la Provincia de Limón, aduciendo que el recurrente Octavio Bernard Burke debe patentes municipales, ordenó a la Inspección Provincial de Hacienda Fiscal el cierre de su beneficio de Cacao, situado en Cieneguita, sellándose en consecuencia las cajas o gavetas de las dos secadoras conteniendo el producto agrícola de esa industria. Además, como parte integrante del beneficio, también la Inspección de Hacienda selló un galerón donde se encuentran un motor, una planta para secar cacao y otras secadoras. El artículo 42 de la Ley de Hacienda Municipal N° 180 de 28 de agosto de 1923 y sus reformas, admite la procedencia del cierre por adeudo de impuestos sobre industrias, cuando estas tengan establecimiento abierto, ejerciendo conjuntamente la actividad comercial. De la lista de contribuyentes enviada por el Inspector de Rentas al Ejecutivo Municipal, y de la inspección ocular practicada por el Juez, aparece claramente que en la especie se trata exclusivamente de un beneficio de cacao. Planteadas así las cosas, el precitado y único texto específico de la Ley de Hacienda Municipal no faculta a las autoridades para ordenar la paralización de actividades como las que implicó la acción de sellar utensilios y principales partes del beneficio. Aún cuando no sea operante al caso en estudio, la Ley N° 369 de 21 de agosto de 1933 citada por el recurrente, refleja el interés predominante de no estorbar, por un alto interés nacional, la libre producción y exportación de los productos agrícolas. Asimismo, la Resolución Ejecutiva N° 94 de 18 de julio de 1931 dispuso que los beneficios de café están exentos de la medida de cierre por impuestos municipales, aplicable a otras actividades. Por lo considerado, se estima que la medida ordenada por el señor Gobernador y ejecutada por la Inspección Provincial de Hacienda Fiscal, es evidentemente violatoria del artículo 46 de la Constitución Política vigente, al constituir un acto que restringió la libertad de industria del señor Bernard Burke, puesto que no existe disposición legal que fundamente el cierre de la industria de su beneficio de cacao, por el simple hecho de adeudar impuestos. En consecuencia, se acoge el presente recurso de Amparo y, de conformidad con los artículos 2°, 15 y 16 de la Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950, reformada por la N° 1495 de 9 de agosto de 1952, hágase saber así a los señores Gobernador de la Provincia de Limón e Inspector Provincial de Hacienda Fiscal de Limón, bajo las prevenciones del caso”.

Los Magistrados Quirós, Soto, Trejos, Calzada, Fernández y Jiménez se pronunciaron por declarar sin lugar el recurso, con base en las siguientes razones: “1°) Por cuanto los artículos 11 y 48 de la Constitución Política, que en primer término se citan como violados con la actitud tomada por el Resguardo Fiscal de la Provincia de Limón, en el sentido de cerrar el establecimiento industrial del señor Bernard Burke, atendiendo órdenes del señor Gobernador de esa provincia, en ninguna forma pueden haber sido violados, desde luego que además de que esos textos no juegan ningún papel dentro del recurso, de los autos se desprende en forma clara que ninguno de los dos acusados se ha arrogado facultades que la ley no les concede, pues el Jefe del Resguardo Fiscal procedió al cierre en virtud de orden que recibió del señor Gobernador, y éste dio la orden de conformidad con lo establecido por el artículo 42 de la Ordenanza Municipal, y a solicitud de la Corporación Municipal del puerto, la que le envió la lista de personas o negocios que se encontraban atrasados en el pago de sus patentes municipales. Por otra parte, el artículo 48 citado no puede haberse violado, desde luego que tal texto se refiere al derecho que tienen todas las personas para establecer el recurso de Amparo a fin de mantener o restablecer el goce de los derechos consagrados por la Constitución a su favor cuando estos han sido violados o se encuentren amenazados, derecho que nadie ha coartado al señor Bernard Burke, como se desprende del propio recurso. 2°) Por cuanto la actitud tomada por los dos mencionados funcionarios, a que se refiere el aparte anterior, tampoco viola los artículos 45 y 46 de la Constitución Política, habida cuenta de que el señor Bernard Burke, con el hecho de habérsele sellado su industria de cacao, por no pagar los impuestos correspondientes a patente municipal, no se le ha privado de su derecho de propiedad, ni tampoco se le ha restringido en su libertad de comercio e industria. No se ha violado su propiedad de acuerdo con el artículo 45 citado, desde luego que ni la Municipalidad, ni el Gobernador, ni el Resguardo Fiscal, se han incautado del negocio del señor Bernard a título de que deba los impuestos municipales; y la libertad de industria que consagra el artículo 46 tampoco ha sido amenazada o restringida, porque esta clase de libertad, que tiene un régimen constitucional análogo a la de trabajo, ya que es actividad humana aplicada en mayor escala y con medios de transformación o producción, mientras no se le restringa arbitrariamente a una persona en forma absoluta, cuando la pretende ejercer, sino en virtud de limitaciones de carácter fiscal, como en el caso en estudio, no se puede admitir que queda afectada en el sentido en que lo pretende el recurrente, pues estas limitaciones que no son propiamente restricciones se conforman con el ejercicio del poder fiscal, en punto a la comprobación de hechos o actos gravados con las contribuciones fiscales, especialmente impuestos. Cuando se habla de libertad de industria o de comercio en nuestra Constitución, es evidente que ella se refiere al derecho que tiene todo habitante de aplicar su actividad libre y personal a un fin. En el caso concreto, al señor Bernard con la actuación de los mencionados funcionarios, no se le ha privado de ese derecho constitucional, pues es obvio que esa libertad para establecer su industria de cacao en forma libre la ejerció y la ejerce sin ninguna restricción, y que si por una disposición de carácter fiscal que contiene la Ley de Hacienda Municipal—bien o mal aplicada por los organismos correspondientes—se le ha cerrado temporalmente su industria, mientras paga los impuestos que adeude, ello en modo alguno puede implicar la violación del principio constitucional que consagra la libertad de industria y de comercio; y 3°) Por cuanto la Ley N° 269 de 21 de agosto de 1933, en lo que atañe al recurso en sí, no tiene ninguna aplicación al presente caso, ya que ella se refiere concretamente al embargo de productos agrícolas susceptibles de dañarse en corto tiempo, destinados a la exportación, a partir del momento en que se encuentren listos en cualquier estación del ferrocarril con el objeto de ser dirigidos al respectivo puerto de embarque”.
